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“Año de la Diversificación Productiva y del Fortalecimiento de la Educación”
“Decenio de las Personas con Discapacidad en el Perú 2007 – 2016”
OFICIO Nº           -2015/DP


               Lima, 19 de noviembre de 2015

Señor

JORGE MANUEL PANDO VILCHEZ

Coordinador General (e)

Comisión de Alto Nivel Anticorrupción

Presente.-
Referencia: Oficio Múltiple Nº 040-2015-PCM/CAN
De mi especial consideración,
Tengo el agrado de saludarlo y por esta vía dar respuesta al oficio de la referencia, mediante el cual solicita se absuelva un cuestionario de preguntas formuladas por la Oficina de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, referidas a las buenas prácticas que vinculan las medidas de lucha contra la corrupción con la realización y protección de los derechos humanos.
Como es de su conocimiento, en cumplimiento del mandato constitucional prescrito en el artículo 162 de la Constitución Política y artículo 1 de su Ley Orgánica, Ley N° 26520, corresponde a la Defensoría del Pueblo la defensa de los derechos fundamentales de la persona y la comunidad, y la supervisión del cumplimiento de los deberes de la administración estatal y la adecuada prestación de los servicios públicos. En este sentido, las preguntas planteadas en el referido cuestionario alcanzado no se condicen con nuestras atribuciones constitucionales.

No obstante, motivada por la preocupación ciudadana, así como por la certeza de que la corrupción vulnera los derechos de las personas, nuestra institución decidió supervisar las tareas que emprende el Estado para prevenirla y enfrentar la corrupción. En ese sentido, la Defensoría del Pueblo ha realizado investigaciones que dan cuenta de situaciones que configuran riesgos de corrupción o actos de corrupción. Así tenemos: 
1. Informe Defensorial Nº 147: “Aportes de la Defensoría del Pueblo para una Educación sin Corrupción”, publicado en diciembre de 2009
. 

Este documento recoge el estudio de casos que evidencian que la corrupción afecta el contenido esencial del derecho a la educación y, por ende, sus características fundamentales (disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad). Además, a partir de la casuística recogida se identifica tres condiciones que favorecen los actos de corrupción: 
i. Ineficiencia de los mecanismos de sanción y control.

ii. Debilidad de los mecanismos de transparencia y límites de acceso a la información.

iii. Precariedad de la vigilancia ciudadana.
Los casos más recurrentes de corrupción y/o riesgos de corrupción identificados en el Informe son:

· Impunidad: Se advierte el incumplimiento de funciones de control por parte de los funcionarios y órganos que tienen a su cargo la investigación de las denuncias administrativas.
· Cobros indebidos: dichos cobros se sustentan en disposiciones o acuerdos de los directores y profesores de la institución educativa, y vulneran el derecho a la gratuidad de la educación e inciden negativamente en los derechos de acceso y permanencia del alumno en el proceso educativo.
· Uso indebido del cargo: cometidos por los directores y profesores para proveerse un beneficio que no les correspondía.
· Venta de notas: por parte de los profesores, para obtener ingresos adicionales a su remuneración.
· Nepotismo: relacionado a los funcionarios de dirección y/o personal de confianza del sector. 
· Irregularidades en los procedimientos administrativos: dilación en el trámite de los procedimientos administrativos, de los recursos administrativos y de las denuncias administrativas que fueron iniciadas o presentadas en las diferentes instancias de gestión educativa descentralizada.
· Irregularidades en la contratación de nombramiento de personal: referidas a la falta de transparencia en la publicación de plazas existentes, lo cual podría permitir su manipulación por parte de los directores de las instituciones educativas y de los funcionarios de la UGEL para su adjudicación a docentes, sin tener en cuenta los principios de objetividad e imparcialidad; asimismo, la entrega de información inexacta a los docentes que querían participar en el concurso de contratación.
· Irregularidades en el desplazamiento de personal: referido al incumplimiento de la normativa de reasignaciones, seguido de la demora en la atención de las solicitudes de reasignación hechas por los docentes, así como de aquellos casos en que, a pesar de que las resoluciones de sanción disponían que los docentes fuesen reasignados a otras entidades, no se realizaba dicha acción de personal ni otros casos referidos a la demora en cubrir las plazas dejadas por los docentes que habían sido reasignados.
· Incumplimiento del dictado de clases: debido a la falta de efectividad de los mecanismos para el control de la asistencia docente tanto en el plano de la institución educativa, como el de las DRE y las UGEL. Se vio interrumpido el servicio educativo injustificadamente, no adoptándose las medidas respectivas para garantizar su continuidad, afectándose de esta manera a la dimensión de disponibilidad del derecho a la educación.
· Incumplimiento de obligaciones para garantizar una infraestructura adecuada: debido a las solicitudes no atendidas emitidas por los directores de las instituciones educativas para la reparación de la infraestructura del colegio, los directores y los profesores solicitan pagos a los alumnos para realizar el mantenimiento de los locales escolares, lo cual afecta el derecho a la gratuidad de la educación y además permitiría la comisión de actos de corrupción.
· Irregularidades en el manejo del material educativo: referido a la sustracción, pérdida o venta de material que el Ministerio de Educación distribuye gratuitamente con fines educativos. Así como la inclusión de condicionamientos para la adquisición de ese material.
· Falta de transparencia: se identificó la vulneración del derecho de acceso a la información pública en las diferentes instancias de gestión educativa descentralizada, así como la falta de transparencia de los directores de las instituciones educativas en la rendición de cuentas de los recursos que manejan.

2. Informe de Adjuntía Nº 001-2011-DP/APCSG-PEPPCPP: “Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública en los Programas Sociales del Estado”, publicado en mayo de 2011
. 

Este estudio se centra en los programas sociales habilitadores y evalúa, con especial detenimiento, al Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres (JUNTOS). Para ello identifica las debilidades y circunstancias riesgosas -para la comisión de actos de corrupción, por ejemplo:  
a. Proceso de Afiliación.
· En el sub-proceso de validación comunal, se detectó una vulnerabilidad expresada en la delegación de funciones administrativas en terceros sin que existan las condiciones para controlar su actuación: autoridades locales pueden ejercer presión y conseguir que JUNTOS acoja como beneficiarios a personas que no forman parte de su población–objetivo.

· En el sub-proceso de afiliación, se señala como vulnerabilidad a la insuficiencia de los mecanismos de información que podría permitir, por ejemplo, acuerdos entre promotores y beneficiarios para simular el cumplimiento de condicionalidades a cambio de una ventaja o beneficio indebido. 

b. Proceso de corresponsabilidades.

En el proceso de corresponsabilidades en salud–nutrición y educación se detectaron diversas vulnerabilidades y circunstancias riesgosas. 
· Se verificó la vulnerabilidad de que terceros ejerzan funciones delegadas sin el suficiente control, lo que podría permitir, por ejemplo, que personal de salud realice cobros indebidos por la atención o que docentes soliciten cuotas u otras ventajas y beneficios —también indebidos—, así como la celebración de acuerdos para registrar atenciones de salud o asistencias a clase que no se han producido. 
· Otra condición de vulnerabilidad hallada en el proceso de corresponsabilidades en salud y educación se refiere a la ineficacia de los mecanismos de control, que se expresaría en convenios fraudulentos entre promotores de JUNTOS y personal de salud o educación, concertados para defraudar a los beneficiarios.

c. Proceso de transferencia de dinero. 

La vulnerabilidad frente a la corrupción se detectó en la insuficiencia de los mecanismos de información y, fundamentalmente, en la delegación de facultades en terceros, en este caso, representantes del Banco de la Nación o de empresas transportadoras de dinero, sin contar con los mecanismos de control necesarios. 
Las vulnerabilidades se podrían manifestar, según la investigación, en que no se entregue el incentivo económico, se realicen pagos incompletos o se entreguen billetes falsos a los beneficiarios. 
Recientemente, se presentaron casos
 en que los funcionarios del Banco de la Nación adulteraban documentación para apropiarse del incentivo económico de los beneficiarios.
d. Proceso de suspensión.

La investigación arrojó que la vulnerabilidad frente a la corrupción se puede ver en la insuficiencia de los mecanismos de información y, se podría reflejar en actos corruptos como acuerdos para no suspender a un beneficiario de JUNTOS.

3. Informe Defensorial Nº 154: “El Sistema Penitenciario: componente clave de la seguridad y la política criminal. Problemas, retos y perspectivas”, publicado en junio de 2011
.

Este documento incluye un capítulo denominado “Una aproximación a la corrupción en el sistema penitenciario”. En él se concluye que la corrupción constituye un factor que afecta no sólo la institucionalidad penitenciaria, sino también la seguridad ciudadana y el principio de autoridad. Este grave y crónico problema es un hecho reconocido por las propias autoridades.
Se identificaron “zonas de riesgo” donde se desarrolla la corrupción y urge su erradicación. A saber: 

a. La tramitación administrativa de los beneficios penitenciarios.

b. La clasificación y ubicación de los internos al interior del penal.

c. La visita a los privados de libertad. 

d. La revisión personal o de los paquetes que ingresan a los penales. 

4. Informe Defensorial Nº 168: “El archivo fiscal de denuncias por peculado y colusión. Estudio realizado en distritos fiscales de Lima, Ancash, Ayacucho y Junín”, publicado en diciembre de 2014.

El presente estudio corresponde a una investigación circunscrita al ámbito de la justicia anticorrupción y a las dificultades que afronta el Ministerio Público para llevar a cabo su importante labor de perseguir la corrupción en el país, a propósito del estudio de denuncias archivadas por peculado y colusión en el marco del nuevo modelo procesal penal que rige en nuestro país, progresivamente, desde el año 2006.

El estudio no sólo identificó un conjunto de problemas en las investigaciones fiscales -muchos de los cuales se explican por diversos factores relacionados a aspectos de lineamientos de política, organización y gestión- sino que hace evidente que la necesidad del Ministerio Público de ser fortalecido para llevar a cabo con mayores cuotas de eficiencia y eficacia la gran tarea de ser el órgano persecutor de la corrupción en el país. Ello implica voluntad política, presupuesto, planeamiento estratégico, gestión y, sobre todo, fiscales probos, especializados y capaces de asumir con solvencia la difícil misión de perseguir e investigar los actos corruptos.
Sin otro particular, quedo a su disposición para cualquier consulta que desee formular sobre el particular.



Atentamente,
                                                                               CLAUDIA DEL POZO
                                                                              Primera Adjunta (e)

� Ver en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe_147.pdf" �http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe_147.pdf� (consultada el 19.11.2015).


� Ver en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2011/Informe-N-001-2011-DP-APCSG-PEPPCPP.pdf" �http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2011/Informe-N-001-2011-DP-APCSG-PEPPCPP.pdf� (consultada el 19.11.2015).


� Un informe periodístico realizado en el mes de mayo de 2015 dio a conocer la sustracción de un millón trescientos noventa mil nuevos soles correspondiente al pago de los subsidios de los beneficiarios del Programa Juntos y Pensión 65. La mayoría de los beneficiarios afectados son campesinos iletrados.


� Ver en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-154-FINAL.pdf" �http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-154-FINAL.pdf� (consultada el 19.11.2015). 


� Ver en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/Informe-Defensorial-N-168.1.pdf" �http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/Informe-Defensorial-N-168.1.pdf� (consultada el 19.11.2015).  





